
Resumen de lo resuelto en la sentencia dictada en el 

expediente caratulado “KREITMAN BEATRIZ ISABEL Y OTROS 

CONTRA PROVINCIA DEL NEUQUEN SOBRE ACCION DE AMPARO”, 

expediente número 476640/13, en trámite por ante el 

Juzgado Civil, Comercial y de Minería número 4. 

La petición de los amparistas: se presentaron los 

señores Beatriz Isabel Kreitman, Manuel José Fuertes, 

Alfredo Luis Roberto Marcote y Raúl Juan Dobrusin, e 

iniciaron amparo contra Provincia del Neuquén, 

reclamando las siguientes pretensiones: 1) que se 

condene a la Provincia del Neuquén a brindarles la 

información que le fuera solicitada por los amparistas, 

en la nota fechada en 7 de agosto de 2013, 

concretamente la exhibición del convenio suscripto 

entre YPF S.A. y Chevron; 2) que se ordenar la 

realización de la audiencia pública prevista en el 

artículo 41 de la Constitución Nacional, 93 de la 

provincial y 19 a 21 de la ley 25.675 y la provincial 

1875, con prelación a la consideración legislativa del 

acuerdo suscripto entre la Provincia del Neuquén e YPF 

S.A.; y 3) en subsidio, para el caso que se resolviera 

que esa audiencia pública no resulta exigible por lo 

previsto en el decreto 422/2013, decidir si éste es 

inconstitucional. 

Se resolvió en la sentencia: admitir parcialmente la 

acción de amparo, y en consecuencia, ordenar a la 

Provincia del Neuquén para que dentro del plazo de dos 

días hábiles de estar firme la sentencia, haga entrega 

a los accionantes de: (a) las partes del convenio 



suscripto entre YPF SA y Chevron que sirvieron de base 

para la suscripción del convenio entre la Provincia del 

Neuquén e YPF S.A. y que el señor Ministro de Energía 

expresamente refirió que se encuentran en poder de la 

administración pública; (b) la información relativa a 

aquel convenio que YPF S.A. facilitó a la 

administración pública provincial con el objeto de 

evaluar y aprobar el convenio finalmente suscripto en 

el orden local por el gobierno provincial. 

Y también se decidió rechazar el amparo respecto del 

pedido de audiencia pública, pues la oportunidad en que 

los actores consideran que la audiencia pública debe 

realizarse no es la que dispone nuestro régimen 

jurídico, pues esa participación ciudadana no está 

diseñada en la ley como antesala obligatoria del debate 

parlamentario y posterior decisión. La administración 

podría fijarla allí, pero no es obligatorio, mientras 

la audiencia se lleve a cabo con prelación a la 

ejecución de los trabajos.  

Las costas del proceso se impusieron en el orden 

causado, por el resultado de la decisión y considerando 

además que se trata de una cuestión jurídicamente 

novedosa y con trascendencia institucional. 


